	SENTENCIA NÚMERO: 60 En la ciudad de Córdoba, a once días del mes de abril de dos mil siete, siendo las diez y cuarenta y cinco horas, se reúnen en acuerdo público los señores Vocales integrantes de esta Excma. Cámara Contencioso Administrativa de Primera Nominación, Dres. Pilar Suárez Ábalos de López, Ángel Antonio Gutiez y Juan Carlos Cafferata, bajo la presidencia de la primera de los nombrados, a los fines de dictar sentencia en estos autos caratulados “PETTINA, ENRIQUE DOMINGO C/ MUNICIPALIDAD DE RIO SEGUNDO - AMPARO POR MORA” (expte. “P”, nº 4 iniciado con fecha 12-02-07), procediendo en primer lugar a fijar las siguientes cuestiones a resolver: PRIMERA CUESTIÓN: ¿Es procedente la demanda de amparo por mora interpuesta? SEGUNDA CUESTIÓN: ¿Qué pronunciamiento corresponde dictar? Conforme lo dispuesto previamente por la Sra. Presidenta y de acuerdo con el sorteo que en este acto se realiza, los señores Vocales votan en el siguiente orden: Dres. Juan Carlos Cafferata, Pilar Suárez Ábalos de López y Ángel Antonio Gutiez. A LA PRIMERA CUESTIÓN PLANTEADA EL SR. VOCAL DR. JUAN CARLOS CAFFERATA, DIJO: 1) A fs. 13/14 vta. comparece Enrique Domingo Pettina interponiendo demanda de amparo por mora en contra de la Municipalidad de Río Segundo, de acuerdo con lo establecido por el art. 1 de la ley 8508, solicitando se libre mandamiento de pronto despacho a fin de que la demandada se expida respecto de la denuncia que formulara oportunamente. Manifiesta que desde hace más de dos años ha solicitado a la Municipalidad de Río Segundo que haga cesar la permanente violación a las disposiciones municipales cometidas por la Ferretería Sarmiento, en razón de que ésta estaciona vehículos de contramano y frente a la propiedad del actor, sita en Salta esquina General Paz de Río Segundo. Que el accionante posee dos garages, una casa habitación y un jardín de infantes. Que la calle General Paz es una callejuela de aproximadamente cinco metros de ancho, de circulación este a oeste, declarada zona residencial y con carteles frente a los ingresos prohibiendo estacionar, lo que no se respeta. Aduce que no sólo perjudica la entrada y salida de sus vehículos, sino también el egreso e ingreso de los pequeños niños y de sus progenitores que concurren al jardín. Que la carga y descarga de materiales, el tránsito de contramano, el aparcamiento de todo tipo de vehículos y el paso continuo de auto elevadores implican un grave riesgo y peligro. Que todo esto ha sido puesto en conocimiento del Sr. Intendente y del Concejo Municipal, a través de cartas documentos, notas, escritos y de manera verbal, pidiendo que se haga cesar esta situación que torna imposible vivir con tranquilidad, amparándose en el art. 32 de la ordenanza n°77. Manifiesta que la actividad desarrollada por la ferretería no sólo viola su derecho sino también su estabilidad e integridad física y psíquica. Expresa que pese a haber requerido pronto despacho, no ha obtenido respuesta alguna a su protesta. Solicita, en definitiva, se ordene a la demandada que haga cesar las infracciones denunciadas, con costas. 2) A fs. 15 fue emplazada la contraria a producir el informe sobre la mora objeto del amparo. 3) La accionada comparece a fs. 31/36 vta. manifestando que la acción de amparo es improcedente y corresponde sea rechazada en razón de que no concurren en la especie los presupuestos mínimos indispensables para que pueda ser admitida. Pide costas. Que niega las afirmaciones del accionante en cuanto pretende una resolución en relación con simples denuncias en las que solicita se tomen los recaudos pertinentes, se apliquen sanciones, se haga cesar una actividad y se controle el cumplimiento de determinadas legislaciones. Aduce que el actor no identifica cuál es la nota/denuncia/petición que obliga a la municipalidad a expedirse, y de entidad suficiente para producir la mora denunciada, ni tampoco precisa qué plazos dejó vencer. Que las notas o denuncias presentadas, resultan de fechas diversas, realizadas por personas diversas y la mayoría de ellas no denuncian domicilio alguno. Expresa que las notas presentadas resultan simples denuncias, en las cuáles se advierte a la municipalidad supuestos hechos, sin acreditarlos aunque sea mínimamente, sin invocar ni acreditar personería alguna, sin especificar derecho supuestamente violado y/o derecho en que se funda. Que dichas notas y/o denuncias no peticionan el dictado de una decisión concreta o acto administrativo susceptible de ser notificado, sino que simplemente requieren que se tomen los recaudos pertinentes. Que la carta documento de fecha 28-05-06 resulta absurda y evidentemente infundada, no obstante lo cual fue expresamente rechazada y notificado dicho rechazo. Manifiesta que importando las presentaciones efectuadas simples denuncias, la situación jurídica protegida se corresponde con un mero interés o simple interés, lo que no habilita a los denunciantes a ser considerados partes en el proceso administrativo, por carecer de legitimación al no ser titulares de un derecho subjetivo o de un interés legítimo en los términos de ley. Aduce que oportunamente la municipalidad, por ante sus áreas competentes, dispuso diversas medidas investigativas, preventivas y ejecutivas, entre las que cabe destacar: ubicar inspectores en la zona, entregar carteles, remitir nota a la supuesta ferretería, corroborar que ésta cumpla con toda la legislación pertinente, verificar que no se patentizan los daños y/o accidentes denunciados en la zona, verificar la inexistencia de las infracciones señaladas; actuaciones que importan vías de hecho de la municipalidad en ejercicio de su poder de policía. Señala que la nota remitida con fecha 19-10-06 por el actor a la municipalidad, reiterando las denuncias efectuadas y otorgando a la comuna un absurdo y arbitrario plazo de 72 hs. para contestarla, es improcedente. Manifiesta que el pedido de pronto despacho de fecha 31-10-06 resulta improcedente y en su caso extemporáneo por prematuro, advirtiendo que desde la nota a que hace mención y su presentación no transcurrió el término establecido por la ley 6658. Que en el supuesto en que la municipalidad hubiera debido expedirse en relación con la nota de fecha 19-10-06, de manera alguna la Administración hubiera incurrido en mora. Que sin perjuicio de lo expuesto, no obstante no existir ningún deber impuesto ni obligación incumplida, con fecha 1-2-07 dictó la resolución n° 7/07 mediante la cual se confirió vista al peticionante de las actuaciones producidas a tenor de las denuncias efectuadas. Solicita, en definitiva, se rechace la demanda incoada, con costas. 4) A fs. 37 es dictado el decreto de autos y, una vez firme, queda la presente causa en estado de ser resuelta. 5) Tal como esta Cámara lo tiene dicho en jurisprudencia invariada, la acción de amparo por mora consagrada en el art. 52 de la Constitución Provincial y regulada por ley 8508, constituye un instrumento instituido en protección del administrado en su relación con la administración, cuando ésta ejerce función administrativa, requiriéndose para su procedencia la existencia de una situación objetiva de incumplimiento de la Administración en un plazo determinado, siempre que la omisión afecte un derecho subjetivo o un interés legítimo (art. 1 ley 8508) y que sea imputable a un funcionario, repartición o ente público administrativo que actúe "en ejercicio de la función administrativa" (art. 2 ib.). La sentencia que admite la acción, deberá contener el "mandamiento de cumplir el deber dentro de un término prudencial" (art. 10 ib.) -dictado de acto expreso- dirigido al funcionario, repartición o ente público administrativo, resultando irrelevante que el tenor del acto satisfaga o no al interesado quien, en su caso, podrá hacer uso de los remedios administrativos y judiciales pertinentes. Asimismo, resulta ajena a esta acción toda pretensión destinada a obtener el cumplimiento de obligaciones de dar, de hacer o de no hacer, y de aquéllas derivadas de la ejecución de una resolución ya adoptada. 6) Hechas estas consideraciones de carácter general y adentrándome en el estudio de la causa, corresponde determinar si concurren en el sub lite los requisitos necesarios para la procedencia de la presente acción. En primer lugar, cabe destacar que es un requisito ineludible para procedencia del instituto en cuestión, que el deber omitido por la Administración vulnere un derecho subjetivo o un interés legítimo de carácter administrativo, extremo que no se ha verificado en autos. En efecto, de las propias manifestaciones vertidas por el accionante en oportunidad de interponer la demanda surge que las presentaciones efectuadas en sede administrativa se trataron de simples denuncias. Basta un interés simple para que cualquier persona que tomare conocimiento de una virtual violación al orden jurídico denuncie tales irregularidades ante las autoridades. Sin embargo, el art. 1 de la ley 8508 exige para la procedencia de la acción de amparo por mora que el deber omitido por la Administración lesione un interés calificado, es decir, un derecho subjetivo o un interés legítimo administrativo, presupuesto que no se verifica en el caso traído a examen. Asimismo, advierto que el contenido de la pretensión, al requerir a la demandada que cumpla con el deber de hacer cesar las infracciones cometidas por la ferretería Sarmiento, excede el alcance del instituto del amparo por mora en cuanto persigue el cumplimiento de una obligación de hacer. Por todo ello, entiendo que la presente demanda debe ser rechazada, con costas a la vencida, lo que así postulo. A LA PRIMERA CUESTIÓN PLANTEADA LA SRA. VOCAL DRA. PILAR SUÁREZ ABALOS DE LÓPEZ, DIJO: I) Resultando adecuada la relación de causa efectuada por el Sr. Vocal de primer voto, la doy por reproducida. II) Advierto que con fecha 06/01/06, el actor dirigió una nota al Sr. Intendente Municipal de Río Segundo, haciéndole conocer la situación -y solicitando el cese de la misma- de obstrucción que se producía al garage de su domicilio por parte de camiones y autoelevadores que allí estacionaban, como que en la mencionada arteria de su domicilio, calle General Paz, se efectuaba estacionamiento de vehículos de contramano, en forma permanente. Se hacía saber que de no satisfacerse su reclamo, los vecinos se dirigirían a medios de comunicación para hacer públicos los inconvenientes que sufrían (fs. 3 de autos). A fs. 4 ib., obra otro reclamo dirigido al Sr. Intendente, fechado el 09/01/06, firmado por un grupo de vecinos de calles General Paz del 1500 al 1600 y Salta del 900 al 1000. Denunciaban que la ferretería Sarmiento de esa ciudad, tenía carga y descarga de mercadería en calle Salta, obstruyendo el paso y entrada a sus respectivos garages; que el autoelevador de dicho negocio y autos particulares, se trasladaban desde calle Salta hasta General Paz al 1550 de contramano; que al realizar carga y descarga de materiales para la construcción, volaba el polvillo permanentemente; que (el negocio) posee una filmadora para control de los empleados, y enfocaba a tres garages vecinos, que son propiedades privadas; que el camión regador no podía pasar, pues la calle estaba cortada por vehículos particulares y camiones. Se señalaba en dicho escrito, que los reclamos se venían haciendo desde hace diez (10) años a través de diferentes gestiones, sin resultado alguno. Se pedía se revirtiera tal situación. A fs. 5 luce copia de carta documento fechada el 24/02/06, en la que los vecinos expresaban que por tercera vez se dirigían al funcionario por medio documentado, repitiendo igual reclamo al descripto antes, agregando que existía un jardín materno infantil en la zona, lo que agravaba el peligro que representaban los camiones de gran porte, etc. A fs. 6 encontramos otra carta documento fechada el 28/03/06, que reiteraba el reclamo. A fs. 7 y vta. obra copia de nota dirigida por vecinos al Sr. Presidente del Concejo Deliberante, poniendo en conocimiento a tal autoridad de todos los reclamos realizados infructuosamente. La nota es recibida el 22/05/06. A fs. 8 se advierte copia de Exposición Policial N° 06 del 13/06/06, efectuada por Pettina, exponiendo, precisamente, la situación que se planteaba en la calle y alturas previamente indicadas. A fs. 9 y vta. hay copia de una misiva del actor, dirigida al Intendente Municipal, fechada el 19/10/06, reiterando los reclamos, en razón que las causas que los motivaran, no habían cesado nunca. A fs. 10 obra pedido de pronto despacho efectuado por Pettina con fecha 31/10/06. A fs. 11 y vta. encontramos otra Exposición Policial efectuada por el actor -N° 609/06-, reiterando sus denuncias (01/11/06). Con fecha 02/05/06, fue emitida una carta documento dirigida a los vecinos Pettina y Zana por parte del Secretario de Seguridad y Coordinación de la Municipalidad, rechazando por improcedente, falaz y arbitraria una de las cartas documento enviadas por estos vecinos a la Comuna (fs. 12 ib.). III) Entiendo, -siguiendo en esto la jurisprudencia del T.S.J. in re. “Vázquez...”, Amparo por Mora, Sent. N° 18/03- que la pretensión procesal esgrimida por el actor en su demanda de amparo por mora consiste en la denuncia del vencimiento del plazo para resolver su reclamo administrativo, sin que la Administración se haya expedido, ya sea admitiendo o denegando la petición. Como lo dijera el Alto Cuerpo, “Esa hipótesis de reticencia de la Administración en expedirse frente a un reclamo concreto presentado por los administrados que son titulares de un interés legítimo, mediando un plazo establecido legalmente para que la Administración se pronuncie (art. 7 de la Ley 7182), constituye una típica situación de "mora administrativa" que la acción de amparo instituida en el artículo 52 de la Constitución Provincial y reglamentada en la Ley 8508 procura revertir, asignando a los particulares afectados, que sean titulares de un derecho subjetivo o de un interés legítimo, un poder de acción que podrán actuar siempre que concurran los presupuestos a los que la ley condiciona su ejercicio...”. Ello surge de las constancias objetivas de autos, razón por la cual entiendo que sí es el amparo por mora la vía apropiada para obtener los objetivos que el actor persigue. Ya que la pretensión base de la acción de amparo por mora es la de obtener un acto expreso de la Administración a través de la resolución de su reclamo concreto, lo que es independiente de la pretensión de fondo contenida en el reclamo. Siempre, cualquiera sea la resolución que se tomare, el ordenamiento jurídico salvaguarda el derecho del administrado titular de un derecho subjetivo o de un interés legítimo a obtener un acto expreso que haga mérito de su reclamación, proveyéndole a ese fin de una acción de carácter constitucional como es el amparo que se intenta, para revertir la mora de la Administración en expedirse. La Administración está obligada a resolver la petición en aquellos casos en que el titular poseyere un derecho subjetivo o interés legítimo, que tuviera su fuente en la ley, ordenanza, reglamento, acto o contrato administrativo (cfr. Cassagne, Juan Carlos, "Derecho Administrativo", Editorial Abeledo-Perrot, Bs. As. 1982, Tomo II, pág. 474). Lo dicho se halla abonado por las prescripciones del Código de Procedimiento Contencioso Administrativo que en su art. 7 establece los plazos genéricos para el dictado de actos administrativos expresos. Sumado ello a lo prescripto por el artículo 1° de la Ley 8508 que prevé que "Toda persona tiene derecho a interponer Acción de Amparo por mora de la Administración contra Funcionarios, Reparticiones o Entes Públicos Administrativos que no hubieran cumplido debidamente dentro de un plazo determinado un deber concreto impuesto por la Constitución, una ley u otra norma, siempre que la omisión afecte un derecho subjetivo o un interés legítimo". El reclamo en estos autos es un mandamiento de "pronto despacho" respecto de la resolución de un reclamo en orden al cual el órgano competente no se expidió en el plazo legal, configurándose en consecuencia una situación de mora de la Administración en resolver esa petición y la accionante, a mi criterio, ha acreditado legitimación suficiente por configurarse a su respecto la cualidad de parte, es decir de titular de un interés legítimo. Como bien lo señalara el T.S.J. en la jurisprudencia citada, en virtud del artículo 52 de la Constitución Provincial el administrado es titular de un poder de acción, reconocido como una garantía instrumental de legalidad que se pone en acto frente a la inactividad de la Administración en resolver un reclamo, lo que legitima al administrado que acredite ser titular de una situación jurídico-subjetiva particularizada en los términos del artículo 1° de la Ley 8508. El acto expreso que solicita el actor sea emitido por la Administración, debe ser susceptible de lesionar un derecho subjetivo o interés legítimo. Por ello, la norma constitucional exige que el amparo por mora debe ser incoado por "persona afectada", es decir, quién tiene interés "personal" y "directo", susceptible de lesionar una situación diferenciada al resto de la comunidad. (Cfr. doctrina sustentada por el T.S.J. en "Barciocco, Juan Carlos c/... , Sent. Nro. 111/2001; Gutiérrez, Teófilo C. c/... ", Sent. Nro. 121/2001). En autos, la legitimación referenciada se desprende del hecho que el actor acciona en su carácter de administrado afectado en su relación de vecino -en la que concurre con el resto de los afectados de la cuadra- que interpusieron reclamos no resueltos por la Administración. Tal inactividad, como bien lo señala el T.S.J. en “Vázques...”, incide en su interés colectivo produciéndole un agravio concreto a su derecho de petición. Asimismo, su reclamo halla fundamento en las disposiciones legales de la Ordenanza Municipal de Tránsito N° 77, arts. 23 y 33, cuyo debido respeto por los particulares y custodia de la legalidad por la Administración, resultan exigibles, teniendo el actor y el resto de vecinos firmantes de los reclamos administrativos, un indiscutible interés en que se respete dicha legalidad objetiva. Habiendo vencido los plazos del art. 67 inc. g de la ley 6658 -aplicable a modo de pauta de razonabilidad al caso del municipio de que se trata- a la primera cuestión voto afirmativamente. A LA PRIMERA CUESTIÓN PLANTEADA EL SR. VOCAL ÁNGEL ANTONIO GUTIEZ, DIJO: Dando por reproducida la relación de causa efectuada por el Sr. Vocal de primer voto, ingresaré al análisis de la cuestión. En efecto, el incumplimiento de la Administración denunciado por el actor, está referido a la obligación de hacer cesar las infracciones cometidas por la Ferretería Sarmiento a disposiciones de carácter municipal. Que de conformidad a los arts. 1° y 2° de la ley 8508, la legitimación activa alcanza a aquellos que resulten titulares de un derecho subjetivo o interés legítimo; situaciones jurídico subjetivas de carácter administrativo, pasibles de verse afectadas ante omisiones de los órganos dotados de potestad pública, en todos los casos en que éstos actúen en ejercicio de función administrativa (legitimación pasiva), entre otros requisitos. En consecuenica, lo peticionado en esta causa no responde a las exigencias de procedencia de esta acción, tratándose de un simple interés que posee toda persona de denunciar violaciones cometidas al orden jurídico. Así voto. A LA SEGUNDA CUESTIÓN PLANTEADA EL SR. VOCAL DR. JUAN CARLOS CAFFERATA, DIJO: Considero corresponde: I.- Se rechace la demanda de amparo por mora promovida por Enrique Domingo Pettina en contra de la Municipalidad de Río Segundo. II.- Se impongan las costas al actor (art. 10 de la ley 8508), regulándo los honorarios del Dr. Marcelo E. Rodríguez Aranciva, por la demandada, en el equivalente a veinte jus atento su condición de monotributista y los honorarios de la Dra. Rosa Cristina Bernardi, por la actora, en el equivalente a cuarenta jus atento su condición de monotributista. Difirerir la regulación de los honorarios de la Dra. Patricia Calandin, por la demandada, hasta tanto acredite su condición ante el I.V.A. de conformidad con lo dispuesto por la ley 25.865 Así voto. A LA SEGUNDA CUESTIÓN PLANTEADA LA SRA. VOCAL DRA. PILAR SUÁREZ ÁBALOS DE LÓPEZ, DIJO: Considero corresponde: I.- Se haga lugar a la demanda de amparo por mora promovida por Enrique Domingo Pettina en contra de la Municipalidad de Río Segundo y, en consecuencia, se libre por este medio mandamiento de pronto despacho a la demandada para que, en el plazo de veinte días hábiles administrativos computados desde que quede firme la presente resolución, el Sr. Intendente Municipal resuelva expresamente lo peticionado por el actor y le notifique fehacientemente el acto producido, bajo apercibimiento II.- Se impongan las costas a la vencida (art. 10 de la ley 8508) y se regulen los honorarios profesionales de la Dra. Rosa Cristina Bernardi en el equivalente a cuarenta jus (art. 90 de la ley 8226), por su condición de monotributista. A efectos de su pago se considera razonable establecer en cuatro meses el plazo de cumplimiento espontáneo, que se computará a partir de la fecha en que quede firme la presente resolución, bajo apercibimiento de ejecución (conf. art. 38 del C.P.C.A. y jurisprudencia del Tribunal Superior de Justicia en la causa “Lencina...”, sentencia 161/99). Así voto. A LA SEGUNDA CUESTIÓN PLANTEADA EL SR. VOCAL ÁNGEL ANTONIO GUTIEZ, DIJO: Considero corresponde: I.- Se rechace la demanda de amparo por mora promovida por Enrique Domingo Pettina en contra de la Municipalidad de Río Segundo. II.- Se impongan las costas al actor (art. 10 de la ley 8508), regulándo los honorarios del Dr. Marcelo E. Rodríguez Aranciva, por la demandada, en el equivalente a veinte jus atento su condición de monotributista y los honorarios de la Dra. Rosa Cristina Bernardi, por la actora, en el equivalente a cuarenta jus atento su condición de monotributista. Difirerir la regulación de los honorarios de la Dra. Patricia Calandin, por la demandada, hasta tanto acredite su condición ante el I.V.A. de conformidad con lo dispuesto por la ley 25.865 Así voto. Por el resultado de los votos emitidos y por mayoría, SE RESUELVE: I.- Rechazar la demanda de amparo por mora promovida por Enrique Domingo Pettina en contra de la Municipalidad de Río Segundo. II.- Imponer las costas al actor, regular los honorarios del Dr. Marcelo E. Rodríguez Aranciva, por la demandada, en la suma de pesos cuatrocientos noventa con veinte centavos ($490,20) atento su condición de monotributista y regular los honorarios de la Dra. Rosa Cristina Bernardi, por la actora, en la suma de pesos novecientos ochenta con cuarenta centavos ($980,40) atento su condición de monotributista. Diferir la regulación de los honorarios de la Dra. Patricia Calandin, por la demandada, hasta tanto acredite su condición ante el I.V.A. de conformidad con lo dispuesto por la ley 25.865. Protocolícese y dése copia. Con lo que terminó el acto que firman los Sres. Vocales. 

	


